QUE VIVA LA VERDAD
No está mal que el mundo de la política se sorprenda con las revelaciones sobre las oscuras relaciones entre políticos activos y grupos paramilitares. Aunque todo el mundo lo sabía y hasta podía decirse que esa era una noticia esperada, no es lo mismo un rumor que hace daño indiscriminado y una acusación contra personas reales de carne y hueso y con nombres propios. Vale la sorpresa porque es un indicador de que la moral de los ciudadanos tiene sus reatos, se asquea y se asombra cuando se conocen los intríngulis de la connivencia entre los políticos y el delito en sus más diversas expresiones. Sí, el país ya sabía de este asunto desde las épocas aciagas del narcoterrorismo pero no por ello podemos dejar de estremecernos al conocer las dimensiones detalladas del mismo. 
Lo adecuado entonces es entender las características del fenómeno para tratar de sacar las lecciones  pertinentes. No más el país estaba conociendo las denuncias contra los tres parlamentarios investigados por la Corte Suprema cuando la Comisión de la Verdad encargada de develar los hechos del Palacio de Justicia, confirma que allí hubo crímenes de lesa humanidad cometidos por agentes del estado, cosa muy grave pues se supone que el estado es el principal responsable de hacer respetar la legalidad. Y además, se comprobó que en dicho asalto hubo una alianza entre el M-19 y la organización mafiosa de Pablo Escobar con dos millones de dólares de por medio. Nuestra historia reciente es, para nuestra tristeza, rica en estas relaciones non sanctas. El proceso ocho mil que nunca pudo llegar a su fin todavía tiene personajes de alto rango del liberalismo: procuradores, senadores, gobernadores, contralores, pagando cárcel.
Que se destapen todas esas ollas podridas no tiene nada de malo, ni hay porque pensar que no estamos preparados para saber todas las verdades, o mejor, no para saber sino para reconfirmar todo lo que de oídas se escucha en rincones y corrillos. Al contrario, eso es bueno para la salud de la sociedad y para la recuperación de las instituciones, porque una cosa es que el castigo recaiga sobre los individuos que desvergonzada y descaradamente mancillaron el servicio público para lucrarse con dineros y poderes de mal origen y otra muy diferente que las instituciones caigan en desgracia por culpa de estos. Tampoco es justo extender la culpa y el pecado a todo el mundo, como si todos fuésemos responsables de la codicia y de los desafueros de unos cuantos. No podemos subvalorar el hecho de que la política en Colombia está gravemente infestada por la corrupción y por la complicidad con el narcotráfico, el paramilitarismo y la guerrilla, pero, si involucramos a todo mundo corremos el peligro de crear un vacío de autoridad que puede hacer peligrar la democracia. No creo acertado que del informe de la Comisión de la Verdad sobre el Palacio de Justicia se pueda concluir que los miembros del M-19 que ya negociaron con el estado su reinserción y que hace rato están haciendo política atenidos a la legalidad deban ser enjuiciados otra vez. Lo único que se les podría demandar es que reiteren su arrepentimiento. En cambio, con los agentes de la fuerza pública que están acusados de crímenes de lesa humanidad, que son imprescriptibles, la cuestión es a otro precio porque ningún gobierno expidió ley de perdón o amnistía para ellos. Sin embargo, si queremos ser equitativos de cara a la reconciliación que tanto pregonamos, el Congreso debería expedir una ley para que los agentes de la ley, en este caso y a lo mejor en otros cometidos en el fragor de la más sangrientas disputas armadas con los adversarios del estado, se puedan acoger al perdón que esas mismas leyes y la sociedad les extendieron a los grupos guerrilleros y a los de autodefensa, a condición de decir la verdad, pedir perdón y reparar a las víctimas. El establecimiento de la verdad histórica, de trascendental importancia en el proceso de reconciliación, no puede ser utilizado para cuestionar o revisar los procesos de negociación que hasta ahora se han realizado. 
Por otra parte, nadie debe llamarse a engaños pretendiendo enlodar al gobierno nacional a cuya política de seguridad se debe que la verdad se esté develando pues fue el que tomo la iniciativa de realizar el proceso con las autodefensas y les exigió contar toda la verdad de sus acciones delictivas. Al liberalismo no le queda bien sacar tajada política de estos sucesos echándole toda el agua sucia al uribismo y eludiendo su propia responsabilidad porque muchos de los que ahora son acusados, en el inmediato pasado fueron congresistas por el liberalismo. El anuncio de los ex Auc recluidos en La Ceja en el sentido de que le contarán al país cómo fue el proceso de formación de estos grupos y de qué manera líderes políticos de todas las tendencias, hombres de negocios, funcionarios públicos y empresas se unieron a esa macabra empresa de hacer justicia por mano propia, es una gran noticia. De donde se desprende que quienes hayan sido partícipes de esa alianza y hayan cometido delitos y no se hayan acogido o no se acojan a su debido tiempo a la ley de justicia y paz, deben ser detenidos y juzgados de acuerdo con las leyes ordinarias. Con toda seguridad veremos más de una sorpresa y que más de uno tiene rabo de paja.
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